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ASUNTO:
PRINCIPIOS DEL DERECHO PÚBLICO DE LOS CONTRATOS ESTATALES CON CARGO A RECURSOS PUBLICOS
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos: 

El derecho público de los contratos estatales está integrado por el conjunto de normas reglas y principios contenidas tanto en la Ley 80 de 1993, como en los regímenes especiales, así como también en las normas de derecho privado,  vale decir, el derecho civil y el derecho comercial. Lo anterior quiere decir, que el Estado contratante, por disposición de la ley en unos casos contrata de conformidad con el Estatuto General de la Contratación Estatal y en otros, aplica las normas de derecho privado. Los contratos estatales lo son no en razón al régimen jurídico que aplica, porque como ya dijimos, en algunos casos aplica el derecho público y en otros el derecho privado. Los contratos son estatales en la medida que cumplan con dos requisitos: que uno de los extremos de la relación contractual o los dos, sean entidades públicas, de aquellas a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, y el otro requisito que es excluyente de los anteriores, es que la contratación se realice con cargo a recursos públicos.

Es por ello, que todos los contratos estatales, financiados con recursos públicos, están regulados por principios de contratación estatal, cuyo fundamento superior lo encontramos en el artículo 209 de la Carta que constitucionaliza los denominados principios de la función administrativa. De conformidad con el anterior planteamiento, podemos afirmar, que los principios de contratación pública regulados en la Ley 80 de 1993 contienen la reglamentación de los principios constitucionales de la función administrativa aplicable a los contratos regidos por el Estatuto General de la Contratación Estatal.

Sin embargo, es necesario aclarar que los contratos estatales no regulados por la Ley 80 de 1993, sino por regímenes de contratación estatal especiales, y regulados por el derecho privado, si bien se les aplican los principios de contratación estatal, cuyo fundamento es el mismo artículo 209 constitucional, no se les aplican los principios en la forma como los regula la Ley 80 de 1993, sino en la forma como los regulan los reglamentos y  estatutos especiales de contratación que expidan de manera autónoma los Consejos o juntas directivas del ente estatal sometido a regímenes especiales de contratación, y demás autoridades e instituciones competentes.
Es por ello, que todos los contratos estatales suscritos y financiados con cargo a recursos públicos se les aplican los principios de contratación estatal. Todos están regidos por los mismos principios, cuyo fundamento es la misma norma constitucional, con la diferencia que a los que se les aplica el régimen general, serán los principios regulados en la Ley 80 de 1993, y a los que se les apliquen regímenes especiales, serán los principios regulados y descritos en los estatutos especiales de contratación.

Refiriéndonos a los principios de la contratación estatal consagrados por la Ley 80 de 1993, el artículo 23 de la misma establece que las actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación de la contratación, los principios generales del derecho y los particulares del derecho administrativo. De la misma forma, el estatuto consagra la ecuación contractual (art. 27) y el deber de selección objetiva de contratistas (art. 29). A continuación nos referiremos a cada uno de éstos precisando que al constituir el fundamento jurídico, el origen, el sustento fundamental sobre el cual procede el discurrir de esta materia, será a través de estos postulados que se visualice e interprete el derecho de los contratos estatales.

1.- PRINCIPIOS GENERALES DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL.

Los principios de contratación estatal, cumplen una finalidad dentro de las políticas generales del Estado social y democrático de derecho, en tanto los contratos son un instrumento para satisfacer de bienes y servicios las necesidades públicas, en las condiciones más ventajosas para la administración. Esas finalidades públicas de la administración, son las de lograr la eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos de los administrados.
1.1 PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA

El principio de transparencia, en esencia encuentra su escenario en la etapa precontractual o de preparación del contrato estatal. Sin embargo, durante la ejecución del contrato, es posible que deba realizarse el cumplimiento de este principio, en los eventos en que se deba seleccionar otro contratista como consecuencia de la terminación unilateral del contrato en los casos de las causales de nulidad absoluta, en la terminación unilateral del contrato en desarrollo o ejercicio de una cláusula excepcional, en la selección y aprobación de la cesión del contrato, o en los eventos de la terminación del contrato como consecuencia de la declaración de caducidad administrativa del mismo.

Así las cosas, el principio de transparencia implica que la selección de los contratistas estatales, debe hacerse siempre por el procedimiento previsto en la ley ya sea,  la licitación publica, el concurso público, la selección abreviada y la contratación directa; de conformidad con las reglas previstas en los pliegos y términos de referencia. En todo caso, en ambos casos la selección de los contratistas debe hacer de manera objetiva.

El principio de transparencia, significa igualmente que la preparación y realización del proceso selectivo, debe ser un instrumento para escoger a través de reglas objetivas, concretas, claras y precisas la propuesta más favorable y ventajosa para la entidad estatal, evitando el dirigismo contractual. 

Se incurre en dirigismo contractual, cuando de manera irregular se orienta el proceso selectivo a un oferente en particular, estableciendo requisitos que solo reúne uno de ellos en particular, incurriendo además en selección subjetiva, que está proscrita de conformidad con el régimen contractual, penal y disciplinario.

El principio de transparencia, garantiza que son los requisitos jurídicos, los técnicos, económicos y financieros los que deben conducir a que la administración verifique y seleccione una propuesta, sin consideraciones políticas, de raza, sexo, creencias religiosas.  
Por ello, vulnera el principio de transparencia cualquier conducta en que incurra el servidor público para adjudicar un contrato por un procedimiento distinto al previsto en la ley, es decir, contratar directamente para evadir los procedimientos selectivos..

Entre esas conductas, puede estar la del fraccionamiento del contrato, que consiste en suscribir distintos contratos, por el mismo objeto, con el mismo o distinto sujeto contractual, siempre que su fin sea el de evadir el procedimiento selectivo previsto en la ley. A partir de la Ley 80 de 1993, esta institución no se denomina fraccionamiento de contrato, sino vulneración al principio de transparencia por ruptura indebida de la unidad contractual.

El principio de transparencia es vulnerado por quienes intervienen en la etapa de preparación y formación del contrato, realizando los estudios previos, los diseños y la preparación de los pliegos de condiciones y términos de referencia, y quienes intervienen en la selección de la propuesta más favorables y ventajosa para la administración.

Para ello, la administración de conformidad con el Decreto 2170 de 2002, debe diseñar pre-pliegos de condiciones y pre-términos de referencia, de tal manera que debe insertarlos en la página web de la entidad, o darlos a conocer a la comunidad en general, a fin de que los procedimientos sean públicos y puedan los ciudadanos formular observaciones antes de iniciar la apertura del proceso de escogencia del contratista estatal.

Así mismo, todos los interesados deben tener la oportunidad de conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, de conformidad con el artículo 24, numeral 2 de la Ley 80 de 1993.

Finalmente, el principio de transparencia, hace imperativa la motivación de todas las decisiones precontractuales, contractuales y postcontractuales que deba tomar la administración en razón y con ocasión del contrato estatal.

1.2 PRINCIPIO DE SELECCIÓN OBJETIVA

Así mismo el principio de selección objetiva, no es un principio autónomo de contratación estatal, sino que es una de las dimensiones que tiene el principio de transparencia, en tanto implica que para garantizarlo, la administración debe realizar la selección de la oferta o propuesta más favorable y ventajosa para los intereses de la administración contratante. Esta calificación de propuesta ventajosa, no es discrecional de la administración, sino que se hace de manera reglada, vale decir, conforme a los requisitos previstos en los pliegos de condiciones y términos de referencia.

El presupuesto principal de la selección objetiva, se presenta  cuando la administración tuvo la oportunidad de comparar y escoger la más favorable entre varias propuestas, sin perjuicio que la administración pueda escoger la única propuesta presentada si de conformidad con los pliegos de condiciones y términos de referencia la propuesta es igualmente favorable.

Existe ademas, selección objetiva conforme al artículo 29 de la Ley 80 de 1993, cuando se escoge la propuesta más favorable a la administración, conforme a la suma de los factores de ponderación contenidos en los pliegos. Cualquier obstáculo que impida la pluralidad de oferentes, constituye una conducta violatoria del principio de selección objetiva, y con ello el de transparencia, que finalmente materializa el dirigismo contractual antes mencionado, y previsto como delito de celebración de contratos y como falta disciplinaria gravísima.

1.3 PRINCIPIO DE LIBRE CONCURRENCIA

El principio de concurrencia, al igual que el de selección objetiva no es un principio autónomo de contratación estatal, en tanto este consiste en que la administración a través de los distintos procedimientos, actuaciones e instrumentos contractuales debe realizar todo lo necesario a fin de garantizar pluralidad de oferente en los procesos de escogencia, así como también garantizar que los distintos sujetos contractuales típicos y atípicos participen y concurran bajo la modalidad que la autonomía de la voluntad establezca, sin que le sea válido a la administración limitar la modalidad de concurrencia o participación en el proceso selectivo.

1.4 PRINCIPIO DE PUBLICIDAD

El principio de publicidad, es igualmente un instrumento para que se pueda materializar el principio de libre concurrencia, el de selección objetiva y el mismo principio de transparencia, en tanto este garantiza que todas las actuaciones deben ser públicas, para que se realice el control social y legal sobre los procedimientos contractuales. También una adecuada publicidad de los procedimientos contractuales, garantizan la protección del patrimonio público, en cuanto la comunidad se entera a que precios y que calidad y cantidad de bienes y servicios está adquiriendo el Estado.

Si los distintos sujetos típicos y los eventuales atipicos son informados de manera adecuada de los procedimientos de escogencia de los contratistas estatales, a través de la publicitación de las licitaciones, concursos y convocatorias, se está garantizando en igualdad de oportunidades la participación de todas las personas en proceso selectivos, siempre que estén en condiciones competitivas de obtener la adjudicación del contrato.

1.5 PRINCIPIO DE PLANEACIÓN
El principio de planeación, es propio del proceso selectivo o de preparación del contrato estatal, en tanto consiste en que la administración antes de ordenar la apertura de un proceso selectivo y de suscribir un contrato estatal, debe contar con los requisitos previos, tales como las autorizaciones, licencias ambientales, de urbanismo, de construcción, los diseños, planos, maquetas, estudios de suelos, administración del riesgo, las aleas administrativas, comerciales, financieras, el cronograma, la afectación del bien o servicio que se va a adquirir, los estudios sobre la garantía de calidad y de estabilidad de las obras etc.

Cualquier alteración que se presente desde que sea previsible debe estar contemplada contractualmente en sus estipulaciones, so pena de incurrir en vulneración al principio de planeación, salvo que sean de aquellas circunstancias que por ser imprevisibles no pueden estar estipuladas en el contrato.

1.6 PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD

Está previsto como deber común de las partes en el contrato, ya que la administración no debe contratar con un sujeto que no sea experto en la ejecución del objeto del contrato, ni el contratista suscribir el contrato sino es experto en el mismo. Lo anterior, implica que si estamos frente a aquellos contratos, que de conformidad con la Ley 80 de 1993 los contratantes deben estar inscritos, calificados y clasificados en el registro de proponentes, es este el que certifica en que es experto el contratista. Por ello, el contratista en estos casos debe registrar la actividad profesional a la que se dedica y con ello, se garantizar el principio de especialidad.

En los casos, donde el Registro de Proponentes no es una exigencia obligatoria, de todas maneras, debe garantizarse el principio de especialidad, y la prueba la encontramos en el registro mercantil, donde se señala la actividad profesional a la que se dedica el eventual contratista estatal. Si es de aquellas actividades, que por no ser comerciales no están registradas en el registro mercantil, como en el caso del ejercicio de las profesiones liberales, tal como el contrato de prestación de servicios que debe suscribir el abogado, de todas maneras el principio de especialidad se puede corroborar con los títulos y tarjetas profesionales, así como la experiencia obtenida a través de certificaciones etc.

1.7 PRINCIPIO DE ECONOMÍA
El principio de economía tiene las siguientes dimensiones:

1.7.1. En cuanto a los procedimientos o vía gubernativa contractual.

Esto implica que en las normas de contratación deben establecerse los procedimientos y etapas absolutamente necesarias y regladas en la ley. Así mismo, no deben exigirse requisitos, copias y autenticaciones distintas a las expresamente previstas en las normas contractuales.

Los términos procesales previstos en la ley de los contratos públicos, son perentorios y preclusivos, y las actuaciones son de impulso oficioso por parte de la administración, como también debe entenderse que los servidores públicos deben procurar austeridad en el tiempo, medios y gastos económicos.

1.7.2 En cuanto a los recursos públicos comprometidos en el contrato estatal.

Los procesos de contratación, deben iniciarse, sólo cuando exista el certificado de disponibilidad presupuestal, o la autorización para asumir compromisos contractuales con cargo a vigencias presupuestales futuras, expedidos por la correspondiente autoridad de hacienda.

La administración debe contar con las reservas necesarias para cubrir los ajustes por actualización de precios, de conformidad con el artículo 25, ordinal 13 de la Ley 80 de 1993.

De conformidad con el numeral 14, del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, de hacerse una apropiación presupuestal anual para cubrir mayores costos, por mora en los pagos y por revisión de precios pactados para mantener la ecuación contractual.

1.7.3. En cuanto a la carga de la seriedad de la administración al iniciar sus procedimientos de contratación.

De conformidad con el al numeral 6 del artículo 25 del mismo estatuto, la administración no puede iniciar los procedimientos de contratación, si no cuenta con los recursos para financiar el futuro contrato.

Igualmente, la administración antes de iniciar el proceso contractual, debe contar con las autorizaciones y aprobaciones necesarias, tales como las de los concejos municipales y distritales, las asambleas departamentales, y el Congreso de la República, para los contratos de empréstitos, enajenación de inmuebles y todos aquellos en donde la ley lo exija, conforme al artículo 25, numeral 12 de la Ley 80 de 1993.

1.7.4.- En cuanto a la configuración del acto administrativo presunto del silencio administrativo positivo.

El numeral 16 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, dispone que en las solicitudes que se presenten en el curso de la ejecución del contrato, si la entidad estatal no se pronuncia dentro del término de seis meses, se entenderá que la decisión es favorable a las prestaciones del solicitante, en virtud del silencio administrativo positivo.

Afortunadamente, la misma jurisprudencia contenciosa administrativa y la doctrina a coincidido en que se configura silencio administrativo positivo cuando el objeto de la petición no sea el reconocimiento de prestaciones económicas, pues en nuestro país la ordenación del gasto conforme al estatuto de presupuesto, es decir, el Decreto 111 de 1996, la ordenación del gasto se hace mediante acto administrativo expreso, y nunca presunto. Es evidente, que la administración no puede resultar obligada a reconocer y pagar prestaciones por el simple paso del tiempo, sin que materialmente se haya causado la prestación económica que pretende reconocerse de manera presunta.

Lo anterior indica, que la omisión de la administración contratante de dar respuestas a las peticiones de los contratistas si da lugar a la configuración del silencio administrativo positivo, siempre y cuando el objeto sea para pretender situaciones distintas al reconocimiento de prestaciones, tales como la suspensión del contrato etc.
1.8 PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD

De los contratos estatales, surgen para las partes obligaciones contractuales de naturaleza civil. Ello no implica que sea el único régimen de responsabilidad que aquí se genere, pues en materia contractual también existe la responsabilidad fiscal, penal, disciplinaria y administrativa.

La responsabilidad civil se genera por el incumplimiento de las partes de las obligaciones pactadas en el contrato, o por la ocurrencia de un daño contractual que de lugar a la indemnización de los perjuicios causados, susceptibles de ser arreglados por mutuo acuerdo o por resolución judicial ante el juez del contrato, que puede ser el contencioso administrativo o el juez ordinario según lo disponga la ley.

La responsabilidad penal, que se genere en la gestión contractual, por la realización de una conducta descrita como delito de celebración indebida de contratos, o cualquier otro delito contra la administración pública y de justicia.

La responsabilidad disciplinaria, que se puede generar, por incurrir en violación del deber funcional contenido en una norma de derecho público de los contratos estatales, y por último, la responsabilidad administrativa que le puede asignar la administración al contratista mediante la declaración de caducidad administrativa, la declaración de incumplimiento, o la imposición administrativa de multas etc.

Pero para el servidor público contratante, la Ley 80 de 1993 dispone que el responsable del proceso de contratación estatal es el jefe de cada organismo estatal contratante, sin que pueda trasladarla a las juntas o consejos directivos, asambleas y concejos, o en las oficinas de control interno en asesores o cualquier otro funcionario del nivel directivo.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 12, parágrafo de la Ley 489 de 1998, el acto de delegación total o parcial, en materia de contratación no exonera de responsabilidad al delegante, pues al generarse solidaridad entre delegante y delegatario pueden responder los dos por la conducta en el  acción u omisión ya sea por dolo o por culpa.

Podría señalarse que es responsabilidad objetiva, que termine respondiendo el delegante por las actuaciones del delegatario, pero no, la responsabilidad subjetiva no se soslaya, en la medida en que cada uno responde por su hecho propio, vale decir, que mientras el delegatario responde por sus conducta en el grado de acción u omisión dolosa o culposa en que incurrió, y esto es la responsabilidad por su acto propio; el delegante responde también por su acto propio, que está determinado por el deber de entender que cuando delega no se desprende totalmente de la función, pues conserva y mantiene el poder de instrucción que se ejerce a través del ejercicio del control jerárquico, esto es , que el delegatario responde por su conducta concreta y el delegatario como coautor si colaboró con el delegatario, y si no responde por la omisión de no controlar a través del ejercicio del poder de instrucción como instrumento del control jerárquico que  ejerce el inferior sobre el superior.

1.9 PRINCIPIO DE ECUACIÓN CONTRACTUAL, O DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO Y FINANCIERO DEL CONTRATO
De conformidad con el artículo 27 de la Ley 80 de 1993, la ecuación económica del contrato es entendida como la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o contratar que caracteriza los negocios conmutativos.

Así las cosas, en los contratos estatales se deben mantener la igualdad o equivalencia entre derecho y obligaciones surgidos al momento de contratar, según cada caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento.

Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos o pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimientos de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación presupuestal. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate.

Sobre este tema concreto, remitimos al memorando de instrucción jurídica DTL-6000-25625 que se refiere justamente a la ruptura del equilibrio económico y financiero en los contratos estatales y al deber de restablecimiento.
2.- PRINCIPIOS DE LA FUNCIÓN PÚBLICA ADMINISTRATIVA

Los principios de la función pública administrativa, están previstos en el artículo 209 de la Constitución Política, pero regulados materializados en los artículos 34 y 35 del Código Disciplinario Único, en cuanto define cuáles son los deberes de los funcionarios públicos, y las prohibiciones respectivamente, así como también las faltas disciplinarias gravísimas contenidas en el artículo 48 Ibídem.

3.- PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO
3.1 Principio de fraude a la ley.

El ejercicio, la interpretación o la aplicación del derecho, no puede hacerse de tal manera que se concluya con la violación del bien jurídico tutelado por el ordenamiento legal.

3.2 Principio de abuso del derecho

Consisten en el ejercicio de los derechos a un grado tal, que se hace con el ánimo de causarle daño a otra persona. De allí, que la Ley 80 de 1993, disponga que la administración debe buscar la protección de los derechos y los intereses de los administrados, en este caso, de los contratistas, debe evitar una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista; señalar reglas claras, justas, completas y objetivas y no imponer condiciones y exigencias de imposible cumplimiento, o reglas que induzcan a error; obrar dentro de sus competencias sin abuso de poder, y en todo caso procurar la ejecución en forma correcta  del objeto contratado.

3.3 Principio de buena fe.

La buena fe, implica actuar sin el ánimo de causar daño a otro, o actuar con intereses mezquinos, ocultos y de defraudar al otro extremo de la contratación estatal. Implica además, la confianza legítima o recíproca que consiste en esperar del otro lo mejor y ofrecer a él lo mejor de sí. La prohibición de obrar contra los actos propios según la cual una parte no puede demandar sus propios actos pretextando vicios o nulidades inducidas por el mismo.

La regla del error común hace derecho, y consiste en que el contratante no puede tener más diligencia que la que exige a una persona normal; y la regla del cumplimiento de las cargas negociales entre las que tienen especial connotación la de información, la de guardar secretos y la de custodia.

3.5 El enriquecimiento ilícito

Existe cuando una persona sin justa causa se enriquece a expensas de otro, según el artículo 831 del Código de Comercio. La acción in rem verso, es utilizada para solucionar problemas que surgen con contratos no perfeccionados que realmente conllevan un empobrecimiento de los administrados en beneficio de la administración.

4.- PRINCIPIOS DE INTERPRETACIÓN DE LOS CONTRATOS.

De conformidad con el artículo 28 de la Ley 80 de 1993, en la interpretación de las normas sobre contratos estatales, relativas a procedimientos de selección y escogencia de contratistas y en la de las cláusulas y estipulaciones de los contratos, se tendrá en consideración los fines y los principios de contratación estatal, los mandatos de la buena fe y la igualdad y equilibrio entre prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos conmutativos.

5.- PRINCIPIOS DE LOS CONTRATOS DE DERECHO PRIVADO

5.1 Autonomía de la voluntad.

La autonomía de la voluntad de las partes, tiene tres dimensiones, que consisten en la libertad de celebrar o no el contrato, la libertad de escoger al contratista y la libertad de establecer su contenido. Estos requisitos operan sin restricción alguna en los contratos de derecho privado, en tanto que en los contratos de derecho público administrativo, tienen los límites establecidos en la Ley, es decir,  el Estado no tiene libertad para celebrar o no el contrato, en tanto en los presupuestos de cada año para las entidades estatales están  previstas las partidas para financiar los contratos, y el jefe del organismo no tiene alternativa distinta a adquirir los bienes y servicios presupuestados conforme a las necesidades de la administración.

Así mismo, vale la pena precisar que la administración tampoco tiene libertad para escoger el contratista, en tanto, esto está determinado por la evaluación que resulte de las distintas propuestas que intervienen en el proceso selectivo.

Por último el Estado tampoco tiene libertad para escoger el contenido del contrato, ya que las cláusulas excepcionales prohibidas y obligatorias no son negociables, en tanto sí lo son aquellas facultativas. Luego entonces se puede escoger fórmula de pago, con los límites del 50% para el pago del anticipo o del pago anticipado.

5.2 Efecto relativo de los contratos

Consiste en la imposibilidad de que el contrato produzca efectos obligacionales frente a terceros que no son sujetos del contrato.

5.3 Intangibilidad de los contratos

Significa la fuerza obligacional del contrato, que obliga a las partes a cumplir lo pactado, a respetar las obligaciones adquiridas con el otro, que en el caso de los contratos conmutativos viene a ser la contraprestación.

5.4. La consensualidad
Los contratos estatales se perfeccionan con el solo acuerdo de voluntades, seguido de su elevación a escrito ordinario o en escritura pública para aquellos casos como el de compraventa de bien inmueble requiere de solemnidades especiales.

6.- PRINCIPIOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO APLICABLES A LOS CONTRATOS ESTATALES

6.1. Principio de legalidad contractual

Es la cláusula general de competencia, prevista en el artículo 6 de la Carta, que dispone que los servidores públicos sólo pueden hacer todo aquello que les autoriza la ley, mientras que los particulares pueden hacer todo aquello que no les esté prohibido.

Llevado al derecho de los contratos estatales, encontramos que los partes en el contrato estatal deben sujetarse al principio de legalidad contractual, y son los mandatos contenidos en las normas que integran el derecho público de los contratos estatales. A ellas está sujeto el Estado, sus servidores públicos y los administrados cuando quiera que suscriban, ejecuten y liquiden un contrato estatal.

6.2 Principio de oportunidad y conveniencia de la administración

Este principio en materia de contratación estatal tiene aplicación en dos momentos: En el primero, cuando antes de iniciar cualquier proceso de selección o escogencia del contratista debe la administración justificar el contrato que se va a suscribir, y ello se materializa en el estudio de oportunidad y conveniencia. Este estudio, tienen que demostrar y poner en evidencia que el contrato temporal y cronológicamente es oportuno en tanto los bienes y servicios que se van a contratar son necesarios para el cumplimientos de los fines y cometidos estatales.

De otra parte, siempre que la administración deba tomar una decisión administrativa durante las distintas etapas del contrato estatal debe hacerlo mediante acto administrativo debidamente motivado, y esta motivación necesariamente debe hacerse en razones de conveniencia para la administración pública.

6.3 Primacía del interés público.

El interés público, está determinado por aquellas condiciones que hacen que el fin que persigue el Estado al contraer debe ser el de satisfacer una necesidad de orden general y de carácter público de interés para toda la comunidad. Por ello, el control fiscal de resultado recae sobre esa finalidad general, es decir, el contrato estatal que no sirva para satisfacer una necesidad de interés público, jamás se podrá suscribir.

Cordialmente,

INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Carlos Guechá López 
Asesor de la Dirección Técnica Legal.
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Liliana Pardo Gaona
Directora General


Ana María Ospina
Subdirectora General Corporativa
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